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Señora 

Juez Promiscuo del Circuito 

j01prctomonterrey@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Monterrey  

 

 

Ref.: Radicación  : 2014-00262 

Proceso  : Ejecutivo  

Demandante  : Josefina Perilla Colmenares (Cesionaria) 

Demandados : Luis Alfonso González y Otra.  

Asunto : Recurso de reposición y en subsidio apelación 

 
Actuando como apoderada de la parte demandante al interior del proceso de la 

referencia y estando dentro de la oportunidad legal pertinente, comedidamente 

me dirijo al Despacho para interponer recurso de reposición y en subsidio 

apelación en contra del auto proferido el 19 de agosto de 2021, notificado en 

estado del 20 de agosto de 2021, donde se abstiene de correr traslado del 

avalúo presentado al interior del proceso, por considera que el único 

documento idóneo para determinar el avalúo catastral de un inmueble es el 

certificado nacional catastral expedido por el Instituto Geográfico Agustín 

Codazzi. Así las cosas, solicito al despacho se sirva revocar la referida decisión 

y en su lugar se sirva correr traslado del avaluó radicado a la contraparte y se 

tomen las decisiones que corresponda en forma consecuencial.  

 

Lo anterior, teniendo en cuenta los siguientes fundamentos de hecho y de 

derecho:  

FUNDAMENTOS DE HECHO: 

 

PRIMERO: El bien inmueble identificado con matricula inmobiliaria No. 470-

49507 fue embargado y secuestrado al interior del proceso judicial de la 
referencia.  
 

SEGUNDO: El cinco (05) de agosto de 2021, la apoderada de la parte 
ejecutante radico vía correo electrónico avaluó del referido bien inmueble, el 

cual fue acompañado del recibo de cobro de impuesto predial unificado 
correspondiente a la vigencia fiscal 2021, por cuanto el mismo registra el 
avaluó catastral del bien inmueble.  

 
TERCERO: Mediante auto de fecha diecinueve (19) de agosto de dos mil 

veintiuno (2021), el Despacho dispuso abstenerse de correr traslado del avalúo 

presentado, al considerar que el mismo debía estar acompañado 

imperativamente del certificado nacional catastral expedido por el Instituto 

Geográfico Agustín Codazzi, al ser este, el único documento idóneo para 

determinar el avalúo catastral del mismo.  

 

ARGUMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN: 

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 7 del CGP,  los jueces se encuentran 

sometidos en todos los casos al imperio de la ley, debiendo ser llevados todos 

los trámites por ellos adelantados, según lo indicado por la normativa legal. 

Adicionalmente, al momento de dar aplicación a esta, los juzgadores deben 

limitarse a cumplir con lo dispuesto por el legislador, sin que puedan entrar a 

hacer apreciaciones y/o diferenciaciones no previstas en la norma, de 

conformidad con el principio general de interpretación jurídica según el cual 

donde la norma no distingue, no le corresponde distinguir al intérprete.  
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Partiendo de lo anterior, es preciso indicar que el despacho está 

extralimitándose y actuando contrario a derecho en el presente caso, al 

interpretar erróneamente la norma y hacer exigencias no previstas en esta. 

Por cuanto el inciso 4 del artículo 444 del Código General del Proceso dispone 

que “tratándose de bienes inmuebles el valor será el del avalúo catastral del 

predio incrementado en un cincuenta por ciento (50%), salvo que quien lo 

aporte considere que no es idóneo para establecer su precio real”, sin enunciar 

ningún documento ni prueba en particular, a efectos de demostrar el avaluó 

catastral de los bienes.   

 

Al respecto, es importante traer a colación lo indicado por la Corte Suprema de 

Justicia en la sentencia STC6547-2018, cuando al estudiar un caso muy similar 

al presente índico que:      

 

“(…) el despacho erró en su raciocinio, pues conforme al artículo 444 del 

Código General del Proceso: “(…) [c]ualquiera de las partes (…), podr[á] 

presentar el avalúo (…). Tratándose de bienes inmuebles el valor será el 

del avalúo catastral del predio incrementado en un cincuenta por ciento 

(50%), salvo que quien lo aporte considere que no es idóneo para 

establecer su precio real (…)”; nótese, allí no se estipuló que el 

“certificado catastral” era el documento idóneo por excelencia para 

establecer el valor del predio a rematar, ni se instituyó que la “factura 

de impuesto” era inadecuada para determinar ese aspecto, por lo tanto, 

la postura del juzgado confutado constituye un exceso ritual manifiesto 

(…)”. Subrayado fuera del texto. 

 

Así las cosas, debe proceder el despacho a revocar el auto proferido el 

diecinueve (19) de agosto de 2021 y aceptar el recibo de cobro de impuesto 

predial unificado allegado a efectos de determinar el avalúo catastral del 

inmueble, por cuanto dicho documentos fue expedido por la administración 

municipal y el avalúo que del bien raíz allí se consagra es precisamente el que 

sirve a la oficina de catastro de base gravable para calcular el valor de ese 

tributo; luego, el valor del avalúo contenido en la factura del impuesto predial 

ofrece plena credibilidad.  

 

Procediendo en consecuencia a correr traslado del avaluó allegado por la parte 

actora vía correo electrónico a la contra parte. Por cuanto el mismo se hizo 

conforme a derecho. No obstante, si su señoría decide mantener integralmente 

la providencia impugnada, muy respetuosamente solicito se me conceda en 

forma subsidiaria el recurso de apelación a fin de que sea el superior, quien 

decida lo que en derecho corresponda dentro de los lineamientos de los 

derechos fundamentales contenidos en nuestra norma superior. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

 

Según lo dispuesto en el artículo 318 del código general del proceso, es 

procedente el recurso de reposición y en subsidio apelación, en contra de los 

autos que se pretenda su reforma y/o modificación, tal como en el presente 

caso en el cual se busca que el despacho revoque la decisión de abstenerse de 

correr traslado del avaluó radicado a la contraparte.  

 

Al respecto es importante recordar que el legislador dispuso en el artículo 444 

del Código General del Proceso, el tramite que debía de ser seguido a efectos 

de avaluar un bien en un proceso judicial, precisando que:  

 



Luisa María Medina Ruiz 
                                                                                                               Abogada 

 

 

Carrera 8 # 15 -73 piso 8, Bogotá D.C. - Colombia // Teléfono: (+57) 1 746 00 29  luimari09@hotmail.com 

“Artículo 444. Avalúo y pago con productos. Practicados el embargo 

y secuestro, y notificado el auto o la sentencia que ordene seguir 

adelante la ejecución, se procederá al avalúo de los bienes conforme a 

las reglas siguientes: (…) 

 

2. De los avalúos que hubieren sido presentados oportunamente se 

correrá traslado por diez (10) días mediante auto, para que los 

interesados presenten sus observaciones. Quienes no lo hubieren 

aportado, podrán allegar un avalúo diferente, caso en el cual el juez 

resolverá, previo traslado de este por tres (3) días. (…) 

 

4. Tratándose de bienes inmuebles el valor será el del avalúo catastral 

del predio incrementado en un cincuenta por ciento (50%), salvo que 

quien lo aporte considere que no es idóneo para establecer su precio 

real. En este evento, con el avalúo catastral deberá presentarse un 

dictamen obtenido en la forma indicada en el numeral 1. (…).” 

Subrayado fuera del texto.  

 

En esa medida, es posible avaluar correctamente un bien inmueble, tomando 

el avaluó catastral del mismo, que consta entre otros documentos, en el recibo 

del impuesto predial que es expedido por cada Secretaria de Hacienda en cada 

vigencia fiscal, y aumentarlo en un cincuenta por ciento (50%). De dicho 

avaluó se correrá traslado a la contra parte por el termino de diez (10) días, 

para que esta presente observaciones de considerarlo necesario.  

 

Cordialmente,  

 

 

 

 































 
 
 

Señor: 
JUEZ PRIMERO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE 
MONTERREY - CASANARE  
E. S. D. 
 
 

 
Referencia:        Recurso de Reposición en subsidio de apelación   

Demandante:    BANCO DAVIVIENDA S.A.   

demandado:     JUAN ALBEIRO PINZON LOZANO 

Radicado:   2018 – 375 – 00  

    

 

 
 
FREDY ALBERTO ROJAS RUSINQUE mayor de edad, vecino, residente y 

domiciliado en la ciudad de Tunja - Boyacá, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 7´174.429 expedida en la ciudad de Tunja - Boyacá, Abogado 

en ejercicio con Tarjeta Profesional No. 232.541 del Consejo Superior de la 

Judicatura, actuando como apoderado especial del Señor JUAN ALBEIRO 

PINZON LOZANO mayor de edad, vecino, residente y domiciliado en la 

ciudad de Tauramena - Casanare, identificado con la cédula de ciudadanía 

No. 74´857.033 expedida en la ciudad de Tauramena – Casanare, por 

permito interponer recurso de reposición en subsidio de apelación en contra 

la sentencia de fecha dieciocho (18) de Agosto del año 2021, por medio del 

cual el despacho se abstiene de decretar la nulidad de la diligencia del bien 

inmueble identificado con FMI No. 470-41734 efectuada por el Juez 

Promiscuo Municipal de Tauramena - Casanare en desarrollo a la comisión 

ordenada por el despacho, por ir en contravía del artículo 22 de la Ley 1116 

de 2006, de conformidad a los siguientes argumentos.  

 

I. SUSTENTACION DEL RECURSO 

 

Mi representado es el Señor JUAN ALBEIRO PINZÓN LOZANO, registrado 

en la Cámara de Comercio de Casanare el día Seis (06) de Agosto del año 

dos mil trece (2013), con Matricula No. 102214, con domicilio principal en 

la Carrera 12 No. 5 – 17 de la actual nomenclatura urbana de la ciudad de 

Tauramena - Casanare. El Señor JUAN ALBEIRO PINZÓN LOZANO realiza 

negocios de forma profesional y permanente en Todo el territorio Nacional 



 
 
 

desde el año 2013 y no se encuentra excluido por el artículo 2º de La ley 

1116 del año 2006 que a la letra contempla: 

 

II. (…) “ARTÍCULO 2o. AMBITO DE APLICACIÓN. Estarán sometidas al régimen 

de insolvencia las personas naturales comerciantes y las jurídicas no 

excluidas de la aplicación del mismo, que realicen negocios permanentes en 

el territorio nacional, de carácter privado o mixto. Así mismo, estarán sometidos 

al régimen de insolvencia las sucursales de sociedades extranjeras y los 

patrimonios autónomos afectos a la realización de actividades empresariales” 

(…) (Subrayo fuera de texto). 
 

Para lo cual el Señor JUAN ALBEIRO PINZON LOZANO ejecuta su actividad 
comercial en el inmueble FMI No. 470-41734 ubicado en con domicilio 

principal en la Carrera 12 No. 5 – 17 de la actual nomenclatura urbana de 
la ciudad de Tauramena – Casanare, ejecutando las siguientes 
ACTIVIDADES COMERCIALES:  

 
Actividad Principal No. I5611 denominada (Expendio a la mesa de comidas 
preparadas); Actividad Secundaria No. I5613 denominada (Expendio de 
comidas preparadas en cafeterías); Actividad Adicional 1 No. C1084 

denominada (Elaboración de comidas y platos preparados) (Lo anterior según 

Certificado de Matricula Mercantil expedido por la Cámara de Comercio de 

Casanare); Actividad Principal No. 5611 denominada (Expendio a la mesa de 
comidas preparadas); Actividad Secundaria No. 5613 denominada (Expendio 
de comidas preparadas en cafeterías); Actividad Adicional 1 No. 1084 
denominada (Elaboración de comidas y platos preparados)  (Lo anterior 

según Formulario del Registro Único Tributario).  

 

Las actividades comerciales las viene ejerciendo desde el año dos mil trece 
(2013) hasta la presente fecha de la presentación del recurso.  

 
Por ende, el inmueble identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 
470-41734 ubicado en con domicilio principal en la Carrera 12 No. 5 – 17 

de la actual nomenclatura urbana de la ciudad de Tauramena – Casanare, 
es un bien inmueble necesario y operativo para el ejercicio y desarrollo 
comercial de mi mandante, en el cual desarrolla las actividades para generar 

los recurso y dar cumplimiento al proceso de reorganización que 
actualmente se encuentra vigente en vista al auto que admite la demanda 

de reorganización de pasivos el día once (11) de marzo del año 2021 emitido 
por el JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE 
MONTERREY – CASANARE bajo el radicado No. 2021 – 227 – 00 el cual se 

adjunta como prueba.  

 

Hay que tener en cuenta dos aspectos procesales que contempla el régimen 

de insolvencia sobre el tratamiento y manejo de los bienes recibidos en 



 
 
 

leasing por parte de una sociedad que tramita un proceso de reorganización 

o de liquidación judicial dependiendo el estado procesal en que se halle. En 

el primero de los proceso en mención, la regulación es bien precisa, sobre 

este particular, ya que en cuanto a bienes operacionales recibidos en 

arriendo, que se hallen en proceso de restitución al momento de la apertura 

del trámite del proceso de reorganización, el Legislador creo una limitante 

frente a su curso procesal, ya que a partir de la apertura del trámite de 

insolvencia en mención, no puede iniciarse ni continuarse proceso de 

restitución alguno sobre bienes muebles o inmuebles con los que el deudor 

desarrolle el objeto social, de conformidad con los dispuesto por el 

artículo 22 de Ley 1116 de 2006. Sin embargo, es evidente que existen 

bienes que, si bien fueron adquiridos a través de esta modalidad de 

contratación, con los que el deudor no desarrolla su objeto social, respecto 

de los cuales, si podría continuar el proceso de restitución, lo cual será 

menester acreditar ante el juez de conocimiento, para que conforme a su 

autonomía decida lo correspondiente.  

.  

Es menester indicarle al despacho que el artículo 22 de la norma concursal 
a la letra contempla:  

…(…)…”ARTÍCULO 22. PROCESOS DE RESTITUCIÓN DE BIENES 

OPERACIONALES ARRENDADOS Y CONTRATOS DE LEASING. A partir de la 

apertura del proceso de reorganización no podrán iniciarse o continuarse procesos 

de restitución de tenencia sobre bienes muebles o inmuebles con los que el 

deudor desarrolle su objeto social, siempre que la causal invocada fuere la mora 

en el pago de cánones, precios, rentas o cualquier otra contraprestación 

correspondiente a contratos de arrendamiento o de leasing. 

El incumplimiento en el pago de los cánones causados con posterioridad al inicio 

del proceso podrá dar lugar a la terminación de los contratos y facultará al acreedor 

para iniciar procesos ejecutivos y de restitución, procesos estos en los cuales no 

puede oponerse como excepción el hecho de estar tramitándose el proceso de 

reorganización.”…(…)… (Subrayado, cursiva y negrilla fuera de texto) 

 
El proceso verbal en curso cuenta con sentencia que dio fin al proceso 

de restitución y se generó antes del inicio del proceso de insolvencia, 

estando en firme la sentencia proferida; misma no se ha materializado 

pues aunque este en firme no quiere decir  que el proceso se ha 

terminado pues así como en proceso ejecutivo no termina por la 

sentencia que ordena seguir la adelante la ejecución sino se termina 

con el pago de la obligación, en el proceso de restitución se requiere 



 
 
 

que se haya realizado la entrega del bien despojándolo de la órbita y del 

patrimonio del deudor, lo que para el presente proceso mi mandante 

cuenta aun en poder con los mismos bienes pues son instrumentos y 

objetos para el cumplimiento de su objeto social como ya se indicó y 

siguen perteneciendo al patrimonio activo de mi representada.  

 
El proceso concursal cuenta con principios universales de aplicación entre 
ellos se encuentra el UNIVERSILDAD DE PATRIMONIO por medio del cual 

se señala que el deudor responde con la totalidad de su patrimonio, lo indica 
el numeral 1 del artículo 4 de la Ley 1116 de 2006, al disponer: …(…)… “la 
totalidad de los bienes del deudor y todos sus acreedores quedan vinculados 
al proceso de insolvencia a partir de su iniciación”…(…)… (Cursiva fuera de 

texto) 
 
Ahora bien, en el artículo 20 de la ley 1116 de 2006, expresa al tenor:  

 
…(…)…”ARTÍCULO 20. NUEVOS PROCESOS DE EJECUCIÓN Y PROCESOS DE 

EJECUCIÓN EN CURSO. A partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización 

no podrá admitirse ni continuarse demanda de ejecución o cualquier otro proceso 
de cobro en contra del deudor. Así, los procesos de ejecución o cobro que hayan 

comenzado antes del inicio del proceso de reorganización, deberán remitirse para 

ser incorporados al trámite y considerar el crédito y las excepciones de mérito 

pendientes de decisión, las cuales serán tramitadas como objeciones, para efectos 

de calificación y graduación y las medidas cautelares quedarán a disposición del 
juez del concurso, según sea el caso, quien determinará si la medida sigue vigente 

o si debe levantarse, según convenga a los objetivos del proceso, atendiendo la 

recomendación del promotor y teniendo en cuenta su urgencia, conveniencia y 

necesidad operacional, debidamente motivada. 
 

El Juez o funcionario competente declarará de plano la nulidad de las 
actuaciones surtidas en contravención a lo prescrito en el inciso anterior, 

por auto que no tendrá recurso alguno. 

 

El promotor o el deudor quedan legalmente facultados para alegar individual 

o conjuntamente la nulidad del proceso al juez competente, para lo cual 
bastará aportar copia del certificado de la Cámara de Comercio, en el que 

conste la inscripción del aviso de inicio del proceso, o de la providencia de 

apertura. El Juez o funcionario que incumpla lo dispuesto en los incisos anteriores 

incurrirá en causal de mala conducta”…(…)…. (Negrilla, subrayado, cursiva fuera 

de texto original).  

 
Así las cosas, su Señoría, lo anterior aplicado al caso que nos ocupa, el libelo 

principal de la referencia expreso que el arrendatario incumplió la obligación 

de cancelar los cánones de arrendamiento correspondientes a los periodos, 

se debe dar aplicación a la norma concursal mencionada. Si bien es cierto 

su señoría que aunque el proceso verbal se encuentre con sentencia no es 

impedimento para que le mismo sea enviado al juez concursal de mi 



 
 
 

mandante, por cuanto los cánones de arrendamiento que se adeudan y 

fueron objeto de la restitución se encuentran actualmente graduados y 

calificados para fase de acuerdo concursal; por lo que se le da seguridad 

jurídica al acreedor del pago de los cánones adeudados.  

 

Por lo anterior resulta procedente decretar la nulidad, y en consecuencia 

ordenarse el envío del expediente al proceso concursal.  

 

III. PROCEDENDENCIA DEL RECURSO 

 
La procedencia del recurso de reposición está amparada bajo el artículo 318 
y numeral 8ª del artículo 321 del Código General del Proceso que a la letra 

contemplan: 
 

…(…)…”ARTÍCULO 318. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDADES. Salvo norma en 

contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que dicte el juez, contra 

los del magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y contra los de la Sala 

de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se reformen o revoquen. 

 

El recurso de reposición no procede contra los autos que resuelvan un recurso de 
apelación, una súplica o una queja. 

 

El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, en 

forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el auto se pronuncie 

fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro de los tres (3) 
días siguientes al de la notificación del auto. 

 

El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que 

contenga puntos no decididos en el anterior, caso en el cual podrán interponerse 

los recursos pertinentes respecto de los puntos nuevos. 

 
Los autos que dicten las salas de decisión no tienen reposición; podrá pedirse su 

aclaración o complementación, dentro del término de su ejecutoria. 

 

PARÁGRAFO. Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un 

recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del 
recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto 

oportunamente.  

 

321. PROCEDENCIA. Son apelables las sentencias de primera instancia, salvo las 

que se dicten en equidad. 

 
6. El que niegue el trámite de una nulidad procesal y el que la resuelva.”…(…)… 

 

En base a lo anterior me permito realizar las siguientes:  

IV. SOLICITUDES:  
 



 
 
 

PRIMERO: Solicito al Señor Juez se revoque la decisión recurrida por 

medio del cual el despacho de abstenerse de decretar la nulidad de la 

diligencia del bien inmueble identificado con FMI No. 470-41734 efectuada 
por el Juez Promiscuo Municipal de Tauramena - Casanare en desarrollo a 

la comisión ordenada por el despacho, la cual se encuentra ejecutoriada, 
por ir en contravía del artículo 20 y 22 de la Ley 1116 de 2006.  
 

SEGUNDO: Revocar la orden de comisionar al despacho judicial de 
Tauramena para le entrega del bien inmueble y en consecuencia, remitir el 
presente proceso JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE 

MONTERREY – CASANARE para que haga parte del proceso de 
Reorganización Empresarial No. 2021 – 227 – 00, lo anterior en aplicación 

del artículo 20 y 22 de la ley 1116 de 2006.  
 
TERCERO: En caso de despacharse desfavorablemente el recurso, solicito 

al despacho se conceda el recurso de apelación en los efectos 
correspondientes.  
 

CUARTO: A partir de la fecha de Admisión del proceso de Reorganización de 
Pasivos, los Despachos Judiciales deben abstenerse de proferir cualquier 

decisión.   
 

V. PRUEBAS 
 

Solicito al despacho, se tengan como pruebas los siguientes documentos:  

 Auto admisorio del proceso de reorganización del JUZGADO 
SEGUNDO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE MONTERREY – 

CASANARE para que haga parte del proceso de Reorganización 
Empresarial No. 2021 – 227 – 00.  

VI. NOTIFICACIONES 
 
 

Mi poderdante en la secretaria del Despacho o en la dirección conocida en 

autos.  
 

I. NOTIFICACIONES 
 

 Mi poderdante en la dirección relacionada en el proceso de la 

referencia. 
 



 
 
 

 El suscrito en la Calle 22 No. 9 - 96, Oficina 204 de la actual 

nomenclatura urbana de la ciudad de Tunja - Boyacá. Tel.: 7403814. 
Móvil: 321 2652104 e-mail: dianaobregon0609@gmail.com 

 
Atentamente, 

 

 

 

 
 

 

 

DIANA PAOLA OBREGÓN CORREDOR 
C.C. No. 1.052.396.417 de Duitama – Boyacá 

T.P. No. 272.038 del C.S.J. 
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–  ABOGADO –  
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TAURAMENA, CASANARE 

 
 

 

 
 

Doctora 
JULIANA RODRIGUEZ VILLAMIL 
Juez Promiscuo del Circuito 
Monterrey Casanare 
E. S. D. 
 

Referencia:   Contestación de demanda 
Radicado:   2020-111 
Demandante:  Julio Ferney Romero Sánchez   
Demandado:  Víctor Augusto Acosta Quintero 

_______________________________________________ 
 
Respetada señora Juez: 
 
En calidad de apoderado judicial de Víctor Augusto Acosta Quintero, quien se identifica 
con cédula No. 17.337.174, demandado dentro del asunto de la referencia y actuando 
mediante poder debidamente otorgado, en mi calidad de Abogado en ejercicio, portador 
de la tarjeta profesional 124.210 del C. S. de la J., procedo a contestar la demanda 
ejecutiva de mayor cuantía, con radicado No. 2020 - 111, que en contra de mi 
representado ha interpuesto el señor Julio Ferney Romero Sánchez, en los siguientes 
términos: 

 
FRENTE A LOS HECHOS 

 
 

1. Se admite parcialmente, en el entendido que respecto del título valor base de 
la presente acción, las partes no acordaron que el pago sería a la vista, de lo 
cual dice la falta de inserto en este sentido en el cuerpo de la letra de cambio, 
tal cual se evidencia de la lectura del mismo título valor.  
 

2. No se admite. El título valor base de la presente acción, no contempló, porque 
no se fijó, fecha de vencimiento de la obligación, como tampoco las partes 
acordaron que el pago sería a la vista, de lo cual dice la falta de inserto en este 
sentido en el cuerpo de la letra de cambio, tal cual se evidencia de la lectura del 
mismo título valor, en la que los espacios correspondientes al vencimiento, no se 
hallan diligenciados, ni anotación que sea con pago a la vista y menos protesto 
alguno para el cobro.  
 

3. Se admite. No obstante, se ha informado al acreedor demandante, según informa 
mi prohijado, que no se desconoce la obligación, que el no pago, conforme a la 
obligación contraída con el acreedor por mi mandante, no ha podido ser 
satisfecha, en primer lugar, porque no se fijó fecha de vencimiento y, en segundo 
lugar, porque, sin desconocer la obligación, la crisis económica que golpeó a la 
empresa para la cual trabaja el obligado, Acosta y Acosta SAS., de la cual 
devengaba el 100% sus ingresos, la misma que hoy se halla en proceso de 
Reorganización empresarial, ante la Superintendencia de Sociedades, con 
radicado 2018-01-504989 de fecha 2018-11-29, situación que el aquí demandado 
puso de presente a la parte actora, confiando que la situación económica y 
financiera fuera superada en el corto tiempo, hecho que a la postre no ha 
cambiado para dar cumplimiento a las obligaciones, como había sido su 
costumbre, padeciendo actualmente de iliquidez, la  misma que ha hecho 
imposible satisfacer la obligación derivada del título valor que sirve de base a la 
presente ejecución.  
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4. No se admite. El título valor, base de la presente acción, no se halla vencido, 
como quiera que no se estipuló en el mismo título valor, fecha de vencimiento 
para dar cumplimiento a la obligación, como tampoco nota que lleve a considerar 
que el pago sería a la vista, ni cuenta con nota de protesto para el respetivo 
cobro por la vía judicial. 
 

5. No se opone la parte pasiva. 
 

6. No se admite. Como quiera que, si bien es cierto, la obligación de pagar una suma 
de dinero, existe para el aquí demandado, no se desconoce por este; sin embargo, 
tal obligación no es exigible por no haberse pactado fecha de vencimiento, tal 
cual se evidencia en el título valor, base de la presente ejecución, ni contiene 
nota de pago a la vista ni protesto alguno que permita inferir la exigibilidad del 
título valor. 
 

7. No se admite. Como quiera que no existe fecha de vencimiento en el título valor, 
base de la presente acción, la misma no es exigible y por lo mismo, tampoco 
afectada de morosidad. 
 

8. No se admite. El título valor, base de la presente acción, no se halla vencido, 
como quiera que no se estipuló, en el mismo, fecha de vencimiento para dar 
cumplimiento a la obligación, ni que su pago fuera a la vista, ni protesto alguno; 
por lo tanto, el mismo título valor adolece de exigibilidad. 

 
9. Me atengo a lo que resulte probado. 

 
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

1. Me opongo 
2. Me opongo 
3. Me opongo 
4. Me opongo 
5. Me opongo 

 
Mi poderdante manifiesta que pese a la oposición frente a las pretensiones, no 
desconoce la obligación, que no puede satisfacer dada su precaria situación económica 
y la de la empresa para la cual trabaja, que no existe mala fe de su parte sino iliquidez 
y que aspira a pagar el monto adeudado cuando la situación económica mejore, pero 
que, por ahora, no cuenta con medios posibles para ofrecer pago o acuerdos de pago.  

 
EXCEPCIONES DE FONDO 

 
FALTA DE REQUISITOS FORMALES DEL TÍTULO VALOR BASE DE LA PRESENTE 
EJECUCIÓN 
 
Tal cual se evidencia en el título valor, base de la presente ejecución, el mismo adolece 
de exigibilidad, por no haberse incluido en el referido instrumento objeto de acción 
cambiaria, la fecha de vencimiento, de la cual pueda predicarse mora en el aquí 
demandado, de conformidad con el numeral 4 del art. 784 del Código de Comercio. 

El art. 671 del C.Co. establece: Además de lo dispuesto en el artículo 621, la letra de 
cambio deberá contener: 

1) La orden incondicional de pagar una suma determinada de dinero; 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr019.html#621


MARIO ALBERTO HERRERA BARRERA  
–  ABOGADO –  

 

 

Carrera 13 No. 3-84 – Of. 202– Celular 310 220 25 23 - E-mail: abogadoherreramario@gmail.com 

TAURAMENA, CASANARE 

 
 

 

 
 

2) El nombre del girado; 
3) La forma del vencimiento, y 
4) La indicación de ser pagadera a la orden o al portador. 
 
Con fundamento en tales requisitos, el título ejecutivo, se advierte que este no cumple 
con los requisitos propios de mismo, toda vez que el aquí actor no prueba la exigibilidad 
del mismo; dicho en palabras del legislador, no se acata lo previsto en el art. 422 del 
C.G.P; normativa que dispone con claridad que: “...Pueden demandarse 
ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos 
que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las 
que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 
jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de 
policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, 
y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso 
no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el 
artículo 184” 
 
En el presente asunto, emerge precisar que, en efecto, en el título valor base de 
ejecución, no se tiene certeza de la fecha de exigibilidad, toda vez que la misma se da 
en una fecha cierta y determinable, por lo que no se acepta que la fecha de exigibilidad 
sea el día de presentación para el pago, como pretende el demandante, porque al tenor 
literal del derecho incorporado, en la letra de cambio no se indica que fuera girada a la 
vista. 
 
Al efecto, recuérdese que sea cual fuere la forma de vencimiento que acuerden los 
intervinientes en un acto de emisión y entrega de una letra de cambio, con la intención 
de hacerla negociable, esta DEBE constar en el título, pues así lo reclama el artículo 
671 ya citado, en su numeral 3 y lo indiscutible es que la letra aportada en esta causa, 
no lo indica. 
 
Por otro lado, véase que otro aspecto que impide la certeza necesaria para que se pueda 
considerar que el título sea a la "vista", como lo aduce el demandante, es que, esta 
forma especial de vencimiento, ocurre cuando el acreedor le exhibe al deudor el título, 
requiriéndolo para que lo honre, pero en este caso, el demandante confiesa que las 
partes acordaron verbalmente que el vencimiento ocurriría el 10 de agosto de 2017, lo 
que resulta contradictorio; pero además, tampoco demuestra que en esa data, le 
hubiere exhibido el título al deudor, ni que le hubiere anotado, estando habilitado 
legalmente para hacerlo, la leyenda "con protesto", para así allanar el camino hacia la 
satisfacción del requisito exigido para que adquiera el pleno carácter de título valor, 
mediante el protesto por falta de pago, para los fines, efectos y formalidades previstos 
en los artículos 698, 703,705 y 706 del Código de Comercio. 
 
De igual modo, si bien su omisión en el título no afecta la validez del negocio jurídico 
que le dio origen, genera que el documento no adquiera la condición de título-valor, 
como lo precisa el inciso segundo del artículo 774 del C. de Co., y no como erradamente 
lo sostiene el demandante, por ende, es menester memorar que en el cuerpo de la pieza 
allegada no se advierte efectivamente la fecha de vencimiento. 
 
No obstante, el art. 430 del CGP establece que: “los requisitos formales del título 
ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el 
mandamiento ejecutivo” 
 
Así, puede anotarse que existe una visible contradicción entre estas dos normas, toda 
vez que la primera de ellas consagra como mecanismo procesal para atacar la omisión 
de los requisitos formales del título valor las excepciones de fondo, y la otra, el recurso 
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de reposición. Al respecto, el CGP contempla derogatorias expresas, dentro de las 
cuales no se encuentra la norma del Código de Comercio, por lo que ambas se 
encuentran vigentes, es decir, la excepción que aquí se plantea es de fondo. 
 
GENERICA 
 
Acudo en procura de proponer la excepción Genérica o Innominada que de oficio 
encuentre probada el despacho. 
 

PRUEBAS 
 
Las que obran con la demanda.  

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
Invoco como fundamentos las siguientes disposiciones normativas: Art. 1757 C.C., 
artículos 619 al 884 del Código de Comercio, Arts. 82, 83, 422, 599 y concordantes del 
Código General del Proceso; Arts. 83 Ley 45 de 1990 y Art. 111 Ley 511 del 04 de agosto 
de 1999 y demás normas concordantes o complementarias para el caso. 

 
NOTIFICACIONES 

 
El demandado: En la dirección suministrada con la demanda.  
 
El suscrito apoderado: Carrera 13 N° 3 84 Of. 202. Tauramena Casanare-  Celular: 
310220252, E-mail: abogadoherreramario@gmail.com  
 
 
 
Del Señor Juez,  
 
Atentamente,  
 
 
 
  
Mario Alberto Herrera Barrera  
C.C. No.  9.529.180 de Sogamoso 
T .P. Nº 124.210 del   C .S. de la J. 

mailto:abogadoherreramario@gmail.com


Mario Alberto Herrera Barrera <abogadoherreramario@gmail.com>

PODER ESPECIAL PARA CONTESTAR DEMANDA RADICADO 202000111, JUZGADO
PROMISCUO DEL CIRCUITO DE MONTERREY 

victor acosta <victoracoquin@hotmail.com> 21 de julio de 2021, 18:40
Para: "abogadoherreramario@gmail.com" <abogadoherreramario@gmail.com>

Doctora 
JULIANA RODRÍGUEZ VILLAMIL 
Juez Promiscuo del Circuito  
Monterrey Casanare 
E.S.D. 
 

Radicado:               2020-001111 
REF-.                    Poder Especial, amplio y suficiente 
PROCESO:               Ejecutivo con garantía personal 
DEMANDANTE:         JULIO FERNEY ROMERO SANCHEZ 
DEMANDADO:          VÍCTOR AUGUSTO ACOSTA QUINTERO 

Respetado señor Juez: 
 

Víctor Augusto Acosta Quintero, mayor de edad, domiciliado   en Tauramena Casanare, identificado con la

cédula de ciudadanía No. 17.337.174, actuando en nombre propio, atentamente me dirijo a Usted con el fin de 

manifestarle que, por medio del presente escrito, otorgo poder especial, amplio y suficiente al Doctor Mario

Alberto Herrera Barrera identificado con la cédula de ciudadanía número 9.529.180 de Sogamoso, abogado en

ejercicio, portador de la T.P. 124.210 del C. S. de la J. para que en mi nombre y representación conteste y lleve

hasta su terminación proceso Ejecutivo con garantía personal, instaurado por JULIO FERNEY ROMERO

SANCHEZ,  en su despacho y bajo el radicado N° 2020-000111. 

 

Mi apoderado queda especialmente facultado para notificarse y contestar la demanda, conciliar, transigir,

cobrar, recibir, desistir, renunciar, reasumir, postular, sustituir, en el presente asunto y en general llevar a cabo

todas aquellas gestiones tendientes al cabal cumplimiento de sus funciones conforme al artículo 77 del Código

General del Proceso. 

 
Sírvase, Señor Juez reconocer personería adjetiva al apoderado especial.  
 
De Usted atentamente,        
 
 
 
 
Víctor Augusto Acosta Quintero 
C.C. No. 17.337.174 de Villavicencio 
 
 
Acepto, 
 
 
 
 
 
Mario Alberto Herrera Barrera  
C.C. 9.529.180 de Sogamoso 
T.P. 124.210 del C. S. de la J. 

 


